INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE  AMPLÍA EL PLAZO DE ENTRADA EN VIGENCIA DE LA PROHIBICIÓN DE DESEMPEÑAR SIMULTÁNEAMENTE LAS FUNCIONES DE CONDUCTOR Y DE COBRADOR  O EXPENDEDOR DE BOLETOS.


BOLETÍN N°2291-15 (S).


__________________________________________________________________


HONORABLE CÁMARA: 


Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, que amplía el plazo de entrada en vigencia de la prohibición de desempeñar simultáneamente las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos. Fue iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República y su urgencia ha sido calificada de “simple” en todos sus trámites.


El proyecto de ley tiene por objeto modificar la regulación vigente referida a la prohibición impuesta en el artículo 88, inciso segundo, de la ley N°18.290, de Tránsito, en el sentido de facultar al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para determinar en qué ciudades del país, dentro de qué plazo, y en qué forma y condiciones se hará exigible la prohibición que pesa sobre el conductor de vehículos de locomoción colectiva con capacidad para más de 24 personas, consistente en no desempeñar simultáneamente las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos, de manera que en ellos deba instalarse un sistema de cobro automático de la tarifa o contratarse a una persona para que cumpla esa función específica.


Asimismo, el proyecto propone excluir de la regulación señalada anteriormente a las ciudades de Santiago, San Bernardo y Puente Alto, en las que esa prohibición comenzaría a aplicarse desde la publicación del proyecto de ley en el Diario Oficial.


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Subsecretario de Transportes subrogante, señor Lautaro Pérez Contreras y de la Jefa de la División de Planificación y Estudios de la Subsecretaría de Transportes, señora Mónica Witik Peluchonneau.


Invitados por la Comisión, asistieron además el Vicepresidente de la Asociación Gremial Metropolitana de Transporte de Pasajeros, señor Manuel Navarrete Muñoz; su tesorero, señor Juan Pinto Zamorano, y su asesor, ingeniero Carlos Román Toro.





I. ANTECEDENTES GENERALES.


Con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N°19.495 (8 de marzo de 1997), el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estaba facultado para regular la materia en estudio, en virtud de lo dispuesto en los artículos 89 de la ley N°18.290, de Tránsito, y 3° de la ley N°18.696.  El primero señala que “los servicios de locomoción colectiva de pasajeros y de taxis, deberán ajustarse en su operación a las normas que para los efectos determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones”, mientras que el segundo encargaba al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecer las condiciones y dictar la normativa dentro de la que funcionarán los servicios de transporte nacional de pasajeros remunerado, público o privado, individual o colectivo, “en cuanto al cumplimiento obligatorio de normas técnicas y de emisión de contaminantes de los vehículos, así como en lo relativo a condiciones de operación de los servicios de transporte remunerado de pasajeros y de utilización de las vías”.


Durante la vigencia de estas dos normas, el Ministerio  de Transportes y Telecomunicaciones dictó la resolución exenta N°1.706, de 25 de octubre de 1995 -modificada por la resolución exenta N°1.476, del mismo Ministerio, de 3 de septiembre de 1997-, que “establece requisitos técnicos y de operación de cobradores automáticos en vehículos que presten servicios que indica”.


Sin embargo, durante la tramitación del proyecto de ley que modificó la ley de Tránsito en materia de licencia de conducir y escuelas de conductores profesionales, el que se convirtió en la ley N°19.495, se consideró necesario dotar de rango legal tanto a la prohibición señalada como al plazo para su entrada en vigencia.


La ley N°19.495 (publicada en el Diario Oficial el 8 de marzo de 1997) modificó, mediante su artículo 1°, número 23, letra b), el inciso segundo del artículo 88 de la ley N°18.290, de Tránsito.  Ese precepto estableció por primera vez la prohibición para que los conductores desempeñaran las funciones de conductores y de cobradores o expendedores de boletos al mismo tiempo. La disposición se aplica a los conductores de vehículos de locomoción colectiva con capacidad para más de 24 personas que presten servicio urbano en ciudades de más de 200.000 habitantes. En esos vehículos debía existir una persona que cobrara o instalarse un sistema de cobro automático de la tarifa. Se dispuso, además, que para las ciudades con menos de 200.000 habitantes, el Presidente de la República podía extender a ellas esta prohibición, mediante decreto supremo fundado del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Respecto de la entrada en vigencia de tan novedosa norma, el artículo 5° transitorio de la ley N°19.495 dispuso que ello ocurriría cuando lo estableciera el Presidente de la República mediante decreto supremo, pero en ningún caso después del 8 de marzo de 1998, -por cuanto la propia ley señaló el plazo de un año, contado desde la fecha de su publicación-.


Posteriormente, con fecha 10 de febrero de 1998, se publicó la ley N°19.552, que reguló la situación de la siguiente manera:


a) En relación con lo que disponía el inciso segundo del artículo 88 de la ley de Tránsito, mantuvo la prohibición de desempeñar simultáneamente las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos impuesta a los conductores de vehículos de locomoción colectiva con capacidad para más de 24 personas que presten servicio urbano en ciudades de más de 200.000 habitantes.  Por lo tanto, en dichas circunstancias, se debe contratar a un cobrador o instalarse un sistema de cobro automático de la tarifa.  Respecto de las ciudades de menos de 200.000 habitantes, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, podía extender a ellas la prohibición, norma que no ha variado respecto de la aprobada mediante la ley N°19.495.


b) Modificó el artículo 5° transitorio de la ley N°19.495, en lo tocante a la entrada en vigencia de esa disposición, prorrogando hasta el 31 de diciembre de 1998 el plazo para que los buses de locomoción colectiva contaran con un cobrador o instalaran un sistema de cobro automático de la tarifa.


Señaló expresamente que los vehículos que no cumplieran con dicho requisito no contarían con las condiciones técnicas y de seguridad exigidas para prestar servicio público de transporte de pasajeros; por lo tanto, a dichos vehículos se les aplicarían las sanciones legales y administrativas que fueran procedentes. Una de las sanciones que se estableció en la propia disposición en análisis fue una multa equivalente a media unidad de fomento por cada día de atraso entre la fecha en que debió cumplirse y la fecha de cumplimiento efectivo de ella.


c) Finalmente, respecto de las ciudades que tienen entre 200.000 y 400.000 habitantes, la misma ley estableció la posibilidad de prorrogar la exigencia hasta el 8 de marzo de 2000.  El precepto legal estableció que “el Presidente de la República, por decreto fundado, y hasta por un plazo máximo de dos años a contar del 8 de marzo de 1998, podrá prorrogar el cumplimiento de esta norma respecto del transporte público de pasajeros en las ciudades que tengan menos de 400.000 habitantes”.  En uso de esa atribución legal, el Presidente de la República dictó el decreto supremo N°265, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 18 de diciembre de 1998, por el cual prorrogó hasta el 2 de enero de 2000 el cumplimiento de la obligación mencionada respecto de las ciudades de Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Concepción, Talcahuano y Temuco. 





II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


Según el mensaje, presentado a tramitación en enero de 1999, es un hecho público que los empresarios del sector transporte han solicitado reiteradamente una nueva prórroga de la medida descrita, por cuanto no se encontrarían en condiciones de cumplir con la obligación en la fecha prevista.  Argumentan que ello se debe, fundamentalmente, a problemas financieros que enfrenta el sector al solicitar créditos o facilidades de pago, como producto de las dificultades económicas que ha debido enfrentar el país. En todo caso, señalan que, en un plazo de cuatro a seis meses, los cobradores automáticos estarían instalados en los buses de la locomoción colectiva.  Añaden que la contratación de personal para efectuar las labores de cobro resulta altamente onerosa e inconveniente.


Por otra parte, el incumplimiento masivo de la prohibición descrita es un hecho evidente, debiendo la autoridad administrativa cursar las respectivas infracciones.  Las multas son de un altísimo monto –media unidad de fomento por cada día de atraso-.  Ello hace prever que se produciría una interrupción de los servicios de transporte público por parte de los prestadores, con el fin de no verse afectados por las mencionadas multas.


Se plantea que el Estado tiene por finalidad promover el bien común (artículo 1° de la Constitución Política de la República), por lo que debe garantizar la prestación ininterrumpida de un servicio público esencial para la población, como lo es el transporte público remunerado de pasajeros. Dicha finalidad no se vería cumplida de no mediar un nuevo plazo, como el que se propone en el proyecto de ley.


También se argumenta que los empresarios, a fin de garantizar la instalación de los cobradores automáticos en los buses, están depositando en la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana copias de los contratos suscritos con los proveedores, los cuales acreditan la adquisición de tales máquinas.


Por último, es necesario tener presente que, mientras no se publique el proyecto en estudio como ley de la República, se encuentra en vigencia la ley Nº19.552.  Por tanto, los destinatarios de la prohibición deben cumplir el mandato legal en el tiempo intermedio y se encuentran afectos a la respectiva fiscalización y aplicación de sanciones por parte de las autoridades competentes.


III. CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL H. SENADO.


El proyecto aprobado por el H. Senado, tiene por objeto otorgar amplias facultades al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que determine las ciudades -a excepción de las de la Región Metropolitana-, la forma, el plazo y las condiciones en las cuales se hará exigible la prohibición de desempeñar al mismo tiempo las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos impuesta a los conductores de vehículos de locomoción colectiva con capacidad para más de 24 personas.





IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


1.- Subsecretario de Transportes subrogante.


A la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión concurrió el Subsecretario de Transportes subrogante, señor Lautaro Pérez Contreras, quien expuso el parecer del Ejecutivo sobre el particular.


Solicitó como primera medida aprobar el proyecto en general y en particular, en razón de que tiene urgencia la puesta en marcha del sistema.  A título informativo, agregó que el proyecto fue aprobado por el Senado con fecha 10 de noviembre de 1999 y desde esa fecha ha estado radicado en esta Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones.


Explicó que el artículo 88, inciso segundo, de la ley N°18.290, establece la prohibición de desempeñar simultáneamente las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos y, consecuentemente, señala la obligación de contar con un cobrador o un sistema de cobro automático de la tarifa en aquellos vehículos de transporte público de pasajeros con capacidad para más de 24 personas que presten servicio urbano.  El proyecto de ley persigue radicar esta exigencia sólo en las ciudades de Santiago, San Bernardo y Puente Alto y facultar al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para extenderla a otras ciudades mediante decreto supremo.


Señaló que, en la actualidad, la mayoría de los conductores se encuentran en una situación de ilegalidad, en razón de lo siguiente.


La ley N°19.552, de 10 de febrero de 1998, modificó lo referente a la entrada en vigencia de esa disposición -contemplada originalmente para el 8 de marzo de 1998-, prorrogando hasta fines de ese año el plazo para que ello ocurriera. En efecto, estableció que “la disposición contenida en el inciso segundo del artículo 88 deberá estar cumplida al 31 de diciembre de 1998, en lo que respecta a la exigencia de contar con un cobrador o la instalación material de un sistema de cobro automático de la tarifa”.  Además, respecto de las ciudades que tienen entre 200.000 y 400.000 habitantes, la misma ley dispuso la posibilidad de prorrogar la exigencia hasta el 8 de marzo de 2000.  Desde esa fecha, quienes no den cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 88, inciso segundo, de la ley N°18.290, están expuestos a ser multados con media unidad de fomento por cada día de atraso.


Finalmente señaló que, por esas consideraciones, el Gobierno pide la aprobación del proyecto de ley.
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2.- Jefa de la División de Planificación y Estudios de la Subsecretaría de Transportes.


También concurrió a la discusión general la Jefa de la División de Planificación y Estudios de la Subsecretaría de Transportes, señora Mónica Witik Peluchonneau, quien explicó que, desde el punto de vista histórico, cuando el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tomó conocimiento de que se legislaría sobre la prohibición de desempeñar simultáneamente las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos, en 1995, dictó una normativa con instrucciones mínimas para quien quisiera optar por un sistema de cobro automático de la tarifa. Se trata de la resolución exenta N°1.706, de 25 de octubre de 1995 (modificada por la resolución exenta N°1.476, del mismo Ministerio, de 3 de septiembre de 1997), que estableció los requisitos técnicos y de operación de los cobradores automáticos en vehículos que presten servicios que indica. 


Acotó que el Ministerio siempre dijo que el sistema de cobro automático debía ser dual, es decir, debía funcionar con monedas y con algún otro sistema de lectura.  Así funcionan actualmente los equipos instalados.  En todo caso, se encuentra pendiente la definición de un sistema de lectura magnético.


El sistema se estableció de la manera en la que actualmente opera debido a que en Santiago hay 4,5 millones de viajes diarios. Los ingresos medios familiares del 60% de la gente que utiliza el transporte público son inferiores a $300.000.  Mucha gente que utiliza estos medios vive en la periferia y toma la locomoción muy temprano. Para esas personas podía ser un problema disponer de una tarjeta de prepago o magnética; por eso se optó por monedas y otro sistema adicional. El gran error del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fue no haber definido el otro sistema.


En esta discusión deben considerarse otros antecedentes.  Por ejemplo, el Metro tiene el sistema de boleto-valor, que consiste en un boleto que permite varios viajes (10 ó más), el que es usado sólo por el 30% de los pasajeros.  El 70% restante compra diariamente el boleto unitario.


El sistema es perfectible. De hecho, existen conversaciones con la Casa de Moneda para acuñar fichas con el valor de la tarifa. Al echar sólo una ficha en la máquina en lugar de la tarifa completa, son varios los minutos que se ganarían en el acceso de los pasajeros al microbús.


También hay que definir cuál es la mejor tecnología. Para ello se sostuvieron conversaciones con la empresa Metro, la cual aclaró que su sistema sólo sirve en estructuras estáticas y no en movimiento.  La tecnología actual parece inclinarse hacia la tarjeta magnética sin contacto, que es la más beneficiosa y permite una serie de otras operaciones, según el “chip” que se le instale.


Señaló que la ley es clara en cuanto a permitir el cobro por una persona o por una máquina, por lo que no puede accederse a la petición del señor Navarrete en cuanto a que todos cuenten con un cobrador mecánico.


Finalmente explicó que los buses licitados en la Región Metropolitana son 7.500 y los equipos vendidos son 6.700.  Ignora si esos 6.700 están instalados.
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3. Vicepresidente de la Asociación Gremial Metropolitana de Transporte de Pasajeros.


El Vicepresidente de la Asociación Gremial Metropolitana de Transporte de Pasajeros, señor Manuel Navarrete Muñoz, participó también en esta etapa, donde explicó que no comparte lo planteado por el Ejecutivo, por cuanto es de público conocimiento la situación que afecta a la locomoción colectiva urbana licitada de la Región Metropolitana.


Explicó que, cuando el Congreso Nacional aprobó la prohibición de conducir y cobrar a la vez, el ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Hohmann, decidió que lo mejor era comenzar a aplicar esa disposición en Santiago, donde circulan entre 8 mil y 10 mil buses. Sin embargo, esa iniciativa, que beneficia tanto a los conductores como a la comunidad, debió haberse implementado primeramente en las regiones. Además, el señor Hohmann exigió en aquél entonces poner en marcha ese sistema a través de la instalación de  cobradores automáticos que funcionaran con monedas y que a su vez dieran vuelto.


Señaló que hace dos años, ante esta Comisión y sobre esta misma materia, la Asociación Gremial Metropolitana de Transporte de Pasajeros solicitó una prórroga de la entrada en vigencia de la norma que establecía la instalación de los cobradores automáticos, en razón de que los empresarios no contaban con los recursos para la adquisición de los equipos.  Afortunadamente, el Congreso Nacional accedió a esa prórroga.  El gremio adquirió los equipos, los instaló en los buses, y, aunque los usuarios de la Región Metropolitana no han aprendido a usar los equipos, el sistema funciona.


Mediante este proyecto de ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones da a entender que lo que se ha dispuesto para la ciudad de Santiago no ha funcionado correctamente.


La ley N°19.552 estableció que, a partir del 2 de enero del año 2000, se prohíbe conducir y cobrar o expender boletos a la vez. Dicha ley debía estar rigiendo en todas las grandes ciudades del país, específicamente en Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Concepción, Talcahuano y Temuco, lo que en definitiva no ha ocurrido.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones no ha exigido en esas ciudades lo dispuesto para la Región Metropolitana.


Por lo tanto, solicitó a la Comisión la búsqueda de una solución real al problema del cobro del pasaje en los microbuses de la locomoción colectiva urbana de Santiago, partiendo siempre de la base, compartida por la asociación que representa, de que el conductor no debe cobrar a la vez que maneja. El gremio ha efectuado una inversión de millones de dólares en máquinas cobradoras, por lo que apoya el sistema y exige que se aplique en todo el país.


En efecto, el sector que representa hizo la inversión necesaria, se compraron y se instalaron los equipos (cada uno de los cuales costó entre 3 y 4 millones de pesos), y siempre ha estado dispuesto a hacer funcionar este sistema que utilice una nueva tecnología. Sin embargo, en los buses se produce una competencia que es producto de la ley, puesto que ésta otorga la opción entre un cobrador humano y un cobrador mecánico.














Agregó que cada vehículo transporta, en promedio, entre 400 y 500 personas al día, de lunes a viernes.  De ellas, entre el 25 y el 30% paga el pasaje con billetes, lo cual no va acorde a la modernidad.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señora Caraball y señores Delmastro; García, don René Manuel; Letelier, don Juan Pablo; Salas y Vega.





V. ARTÍCULOS QUE EL H. SENADO CALIFICÓ COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


No los hay.





VI. ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No los hay.





VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


No los hay.





VIII. ADICIONES O ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.


La Diputada señora Caraball y los Diputados señores Delmastro; García, don René Manuel, Salas y Vega, formularon una indicación para reemplazar la oración final del inciso segundo del artículo único por la siguiente:


“En las demás ciudades de más de 200.000 habitantes, el Presidente de la República, por decreto fundado, podrá exigir el cumplimiento de esta obligación en los plazos y condiciones que determine.”


Los Diputados patrocinadores de la indicación señalaron que ella tiene por objeto establecer en su texto una limitación en cuanto a la cantidad de habitantes que debe tener una ciudad para ser objeto de la mencionada prohibición.  Además, de esa manera, se respeta el espíritu de la ley N°19.495, que incorporó esta norma en el año 1997 y que todavía no se cumple a la perfección.





- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


- Puesto en votación el artículo único aprobado por el H. Senado con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.
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IX. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY.


En virtud de los acuerdos adoptados por vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, el proyecto quedaría de la siguiente manera:


PROYECTO DE LEY.


“ARTÍCULO ÚNICO.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 88 de la ley Nº18.290, de Tránsito, modificado por la ley Nº19.552, por el siguiente:


“En los vehículos de transporte público de pasajeros con capacidad para más de 24 personas, que presten servicio urbano en las ciudades de Santiago, San Bernardo y Puente Alto, quedará prohibido que el conductor desempeñe simultáneamente las funciones de conductor y de cobrador o expendedor de boletos.  En estos vehículos, deberá existir un cobrador o instalarse un sistema de cobro automático de la tarifa.  En las demás ciudades de más de 200.000 habitantes, el Presidente de la República, por decreto fundado, podrá exigir el cumplimiento de esta obligación en los plazos y condiciones que determine.”


Se designó Diputado Informante a la señora Eliana Caraball Martínez.


SALA DE LA COMISIÓN, a 26 de enero de 2001. 




































































Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de las sesiones de fecha 19 de diciembre de 2000 y 16 de enero de 2001, con la asistencia de los Honorables Diputados señora Caraball, doña Eliana (Presidenta); Ceroni, don Guillermo; Delmastro, don Roberto; García, don René Manuel; Letelier, don Juan Pablo; Letelier, don Felipe; Salas, don Edmundo; Vega, don Osvaldo, y Venegas, don Samuel.
































PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA,


Secretario de la Comisión.
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